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Abstract

El presente trabajo tiene por objeto hacer una evaluación del uso de los servicios de inteligencia en México de manera conjunta entre el Poder Ejecutivo y Legislativo. Dado que actualmente no existe una Ley de Inteligencia y Seguridad Nacional, se subraya la necesidad de contar con este marco legal para reglamentar un área de vital importancia para el Estado Mexicano. Se hace también una evaluación de la conveniencia de compartir productos de inteligencia con el Poder Legislativo, tendientes a una mayor profesionalización de los servidores públicos relacionados con las áreas de seguridad nacional e inteligencia. En esta perspectiva se plantea la conveniencia de abrir y transparentar el funcionamiento de los órganos de seguridad en México a fin de dar a los ciudadanos mayor certeza sobre el legal y correcto funcionamiento de sus servicios de inteligencia.

PRESENTACIÓN:

Tradicionalmente se consideró que en México los servicios de inteligencia formaban parte de un gran cuerpo de espionaje político al servicio del grupo político en el poder, en ese entonces siempre encabezado por el Partido Revolucionario Institucional (PRI); tales consideraciones fundamentalmente se basaban en el pasado, en donde los servicios de inteligencia habían funcionado como instrumento de contención en contra de movimientos y organizaciones contrarias al PRI, afines a la izquierda, y que en la mayoría de las veces se planteaban la conquista del poder político por medio de la violencia y las armas; es decir, movimientos que atentaban contra el Estado mexicano y ponían en riesgo a sus instituciones. Se debe aclarar que cualquier partido político que hubiera estado al frente de la Presidencia de la República habría tenido conductas similares, pues lo que estaba en riesgo era la integridad de México, como en alguna ocasión lo reconoció el ex Presidente Gustavo Díaz Ordaz con relación a la actuación de las fuerzas armadas y cuerpos de seguridad durante su gobierno. Otro hecho cierto es el uso del aparato de inteligencia para el espionaje de los partidos políticos opositores, así como de los mismos funcionarios del régimen, especialmente para probar las lealtades y medir la capacidad técnica – operativa de los servicios de inteligencia. La eficiencia demostrada por estos organismos en México puede considerarse exitosa, pues cumplieron con su función de dar estabilidad al país e informar oportunamente a los tomadores de decisiones de los movimientos político – sociales que se gestaban en México, tal y como ocurrió en el caso de Chiapas, aunque en ocasiones como esta se privilegiaron otros criterios.

Pese a la capacidad informativa y el despliegue territorial de los servicios de inteligencia en México, todavía existen algunas fallas, como es el reclutamiento, la capacitación y profesionalización de los miembros que trabajan en el CISEN, especialmente porque el ingreso a este Centro se da en función de dos enfoques: el criterio político, que coloca a funcionarios de alto nivel afines a los jefes políticos de México, en puestos claves de la inteligencia en México; y el criterio de “contactos”, que funciona por recomendaciones del personal que trabaja dentro de la misma institución y propone a personas de confianza (amigos, familiares, compadres, etc.) para ocupar las vacantes dentro de la organización; esto en mandos medios hacia abajo, especialmente dentro del nivel táctico de inteligencia. Con el triunfo de Vicente Fox y el Partido Acción Nacional (PAN) en la Presidencia de la República, se consideró que el bono democrático llegaría hasta los servicios de inteligencia con un sistema más profesional, con mecanismos de mayor calidad y oportunidad en la producción de inteligencia, y que lamentablemente por distintos factores aún no resulta cierto. Esto hace evidente que en el caso mexicano, hasta ahora, el cambio democrático no ha traído una mayor profesionalización de los servicios de inteligencia, pero que con los fundamentos legales necesarios podrían consolidarse como un órgano de inteligencia al servicio del Estado, incluso con la capacidad de dotar al Poder Legislativo de productos de inteligencia, que es el planteamiento central de este trabajo, mediante una evaluación de la factibilidad de involucrar al Congreso como usuario de los productos de inteligencia, y que como se desarrolla a lo largo del trabajo, sería una planteamiento no sólo interesante, sino también útil, tanto para profesionalización de los legisladores como de los funcionarios de inteligencia, y que representaría un gran avance en el desarrollo institucional y administrativo de los servicios de inteligencia y seguridad nacional en México.
INTELIGENCIA GUBERNAMENTAL

Sobre la definición de inteligencia gubernamental hay poca variedad en la literatura latinoamericana especializada; particularmente porque en varios de los países del continente que han transitado a regímenes democráticos, apenas se ha comenzado a discutir el concepto de inteligencia como tal, así como sus implicaciones, alcances y repercusiones reales para los países que en el pasado padecieron la utilización indebida de los servicios de inteligencia en nombre de la seguridad nacional. Pese a esto hay autores que han trabajado en una definición, al señalar que “la inteligencia se refiere a la información importante para la formulación e instrumentación gubernamental que permita mejorar los intereses de seguridad nacional y enfrentar las amenazas a aquellos intereses provenientes de los adversarios potenciales”
. 

Este esfuerzo por explicar la inteligencia desde la visión gubernamental encierra un gran valor por la luz conceptual que arroja sobre una definición tan poco trabajada en países como México, y que sirve para formular una propia visión que define la inteligencia gubernamental como la recolección de información vital y estratégica del Estado para la mejor selección de alternativas que un funcionario de gobierno debe elegir en un momento determinado ante circunstancias específicas para tomar una decisión que posibilite el ejercicio de la gobernabilidad
.
La definición de inteligencia gubernamental representa una pieza clave en la reestructuración de los servicios de seguridad nacional para brindar al Poder Legislativo el acceso a productos de inteligencia generados por organismos dependientes del Poder Ejecutivo como el CISEN, ya que en la medida en que los funcionarios de gobierno, incluido el Presidente de la República, entiendan la importancia y el valor real que ofrecen los productos de inteligencia para las instituciones de gobierno, podrán compartirse estos productos con los legisladores. Bajo este contexto, la inteligencia gubernamental resulta una poderosa herramienta para garantizar el ejercicio de la gobernabilidad en México, con funcionarios informados y conscientes de lo que una decisión puede significar para el país o los ciudadanos, por lo que el ejercicio de gobierno se volvería una acción más racional y sistematizada, que permitiría ofrecer una administración más organizada y eficiente a los ciudadanos.

El CISEN ha iniciado un proceso de apertura y mayor transparencia en sus procedimientos y mecanismos de operación, transitando por caminos democráticos hacia nuevas esferas en donde “la inteligencia se ha vuelto, o así debe ser, menos una cuestión de “espías” y más probablemente una rama de las ciencias sociales”
, por lo que es necesario se abra aún mas el debate entre los poderes Legislativo y Ejecutivo que permitan aplicar la inteligencia gubernamental a las acciones de gobierno, y que sea el puente que permita a los miembros del Poder Legislativo en acceso sistematizado, transparente y claro de la información necesaria para una legislación más eficaz que fortalezca el desarrollo nacional.

La inteligencia gubernamental busca generar conciencia en los funcionarios de gobierno de su responsabilidad, así como de las posibles implicaciones que puede tener el sentido de una decisión y es por ello que resulta un área sumamente sensible, ya que su función central es presentar la realidad en todas sus dimensiones a un funcionario específico; la inteligencia gubernamental deberá desarrollar contenidos para ser aceptada mediante una evaluación imparcial de los funcionarios que la valoran y toman decisiones, ya que en países con procesos democráticos emergentes persiste todavía la cultura del ocultamiento de información entre el mismo aparato de gobierno para ocultar la realidad, aún cuando esté de por medio la seguridad nacional de un país. Por esto se requiere desarrollar en México una cultura de inteligencia que desmitifique los asuntos relacionados con el espionaje y se extienda al campo gubernamental y legislativo como parte integral de las políticas públicas que un Estado moderno ofrece a sus ciudadanos.
INTELIGENCIA PARA EL PODER LEGISLATIVO:

Indudablemente la ampliación de usuarios de los servicios de inteligencia en México al Poder Legislativo sería posible, especialmente porque el Centro de Investigación y Seguridad Nacional (CISEN) cuenta con la infraestructura tecnológica y humana necesaria, como lo visualizara uno de sus directores, como un “centro de excelencia que utilizara la más alta tecnología disponible en materia de inteligencia...”
. Sobre esto, se han logrado avances significativos tanto en tecnología como en formación de recursos humanos y despliegue territorial, que permitirían ampliar la cobertura de los servicios de inteligencia al poder legislativo; lo que sin duda implicaría también la profesionalización de los legisladores del Congreso Mexicano, ya que al contar con productos de inteligencia de alta calidad estarían en posibilidad de realizar un trabajo más eficiente, con mayores beneficios para el país en el corto plazo, ya que el marco legal del Estado Mexicano lo diseñarían los legisladores en función de las situaciones reales que enfrenta el país, y que en ocasiones por desconocimiento se legisla de acuerdo a criterios partidistas, o peor aún personales. En esta perspectiva, la entrega de productos de inteligencia del CISEN al Congreso representaría un compromiso institucional para la toma de decisiones de, tanto del poder Ejecutivo como del Legislativo para trabajar conjuntamente por el mejor interés del país.

Dentro de los mecanismos necesarios para que parte de la producción de inteligencia del CISEN sea destinada al poder legislativo, en primer lugar será necesario crear una Ley de Inteligencia para la Seguridad Nacional, “una ley que ajuste las bases jurídicas, orgánicas y funcionales que enmarcan las estructuras institucionales y los procesos de producción de inteligencia para la seguridad nacional”
. Teniendo como marco legal una ley con estas características para normar y regular el funcionamiento de la inteligencia en México, podemos hablar de un gran avance, pues se sentarían las bases para dotar legalmente y de manera institucional de productos de inteligencia al Poder Legislativo mediante un “sistema de inteligencia para la seguridad nacional que posibilite proveer de la necesaria información que requiere el Estado mexicano en materia de seguridad nacional. Este sistema buscaría integrar la inteligencia que se genera en organismos de la administración pública federal, de las entidades federativas y del Distrito Federal”
. Este sistema de inteligencia parece ser un modelo adecuado para integrar la producción de inteligencia en el país, aunque se enfoca exclusivamente en el Poder Ejecutivo y limita el papel del Congreso, ya que únicamente contempla “acordar mecanismos de colaboración funcional con el Poder Legislativo, en tanto órgano de representación política de la ciudadanía...mientras que la operación del sistema de inteligencia para la seguridad nacional estaría en la esfera del Poder Ejecutivo, por un lado, se acordarían y establecerían vínculos de colaboración funcional con el Poder Legislativo...Con ello no sólo se posibilita el fortalecimiento de las capacidades institucionales en materia de inteligencia para la seguridad nacional, sino también el diseño de una arquitectura institucional y de organización a la altura de las demandas y virtudes de nuestra transición política y consolidación democrática.”
. En este contexto llama la atención que el modelo señale únicamente vínculos de cooperación y no de control o por lo menos supervisión, sin ser más explícitos y hacer la evaluación de la conveniencia o no de proveer al Poder Legislativo de productos de inteligencia; sin embargo, sí se plantea en nuevo contexto democrático y plural que se vive en México, y que necesariamente obliga a crear los mecanismos legales para transparentar el manejo de la inteligencia para la seguridad nacional mediante la regulación del Congreso, además de ampliar los temas de inteligencia y seguridad nacional al incluirlos dentro de la agenda legislativa que tendrán que debatir los parlamentarios, conocimiento más a fondo las actividades y la calidad de los productos que genera una dependencia gubernamental con las características del CISEN.

Para determinar de manera más puntual sobre la conveniencia de ampliar el número de usuarios de la inteligencia producida por el CISEN hacia el campo legislativo, resulta conveniente hacer una evaluación sobre los beneficios que significaría para el Estado mexicano el dotar a sus legisladores de productos de inteligencia orientados a dar a los diputados una visión más amplia y profunda de los problemas nacionales sobre los que se debe legislar. De resultar conveniente ampliar los productos de inteligencia del CISEN a los legisladores, sería necesario crear una dirección de enlace e inteligencia legislativa, como órgano encargado de captar por vínculos institucionales información de primera mano de parte de los legisladores, así como generar todos los productos de inteligencia que correspondan, por su área de acción, al Poder Legislativo, ya que resulta necesario aclarar muy puntualmente de que temas y materias serían los productos de inteligencia a los que tendrían acceso los diputados, con la intención de no duplicar funciones ni sobresaturar a los legisladores con tanta información que sen incapaces de procesarla.

Este marco de inteligencia legislativa generada por el CISEN sin duda colaboraría sustancialmente a fortalecer el cambio democrático en México, pues se correría el telón de una de las zonas más obscuras del sistema político mexicano, la de los servicios de inteligencia en México. Para ello es necesario hacer una evaluación sobre las ventajas y desventajas de orientar los esfuerzos y producción de inteligencia del CISEN al Congreso de la Unión, enlistando inicialmente las ventajas y sus implicaciones para la seguridad nacional mexicana; seguidamente se hará el análisis de las desventajas, para finalmente comparar el número que resulte, así como las implicaciones que arroje esta ponderación entre ventajas y desventajas de dotar al Poder Legislativo de productos de inteligencia, que de entregarse en el Congreso, sin duda cambiarían los mecanismos legislativos en México, ya que los diputados contarían con información manejada profesionalmente de la manera más objetiva e imparcial posible, cambiando así la práctica de los rumores y la especulación por la de una cultura de inteligencia legislativa.

CONVENIENCIAS:

1. Se daría una mayor apertura de los servicios de inteligencia y la distribución de sus productos; lo que significaría un mayor número de usuarios provenientes de distintas corrientes ideológicas y fuerzas políticas, con una mejor calidad en los productos de inteligencia así como mayor imparcialidad sobre la valoración de actores políticos y amenazas a la seguridad nacional. Esto sin duda arrojaría luz sobre el tema, ya que “en México la inteligencia ha sido uno de los aspectos menos iluminados de la vida nacional. La muy reciente profesionalización de la inteligencia pública y su muy modesta apertura han dificultado el desarrollo del estudio de la misma. Aún en el sector privado, donde existen empresas de inteligencia competitiva y de seguridad de primer nivel, el uso de tales servicios es algo relativamente nuevo y con escasa difusión”.

2. Formación de una cultura de inteligencia legislativa, tendiente a desarrollar el conocimiento específico de los legisladores  de las amenazas a la seguridad nacional de México, ya que “las agendas de inteligencia son así el producto de la interacción de dos ámbitos distintos: el ámbito de la seguridad nacional proporciona la base conceptual y la perspectiva analítica, y la inteligencia proporciona la información requerida para identificar los diversos aspectos involucrados en la aplicación y operación del concepto de seguridad nacional”
. Esta visión de familiarizar a los legisladores con el uso y manejo de los productos de inteligencia sin duda logrará fortalecer al Congreso en términos de eficiencia y toma decisiones, cosa que frecuentemente no sucede con los legisladores mexicanos, quienes mayoritariamente desarrollan sus funciones sin conocimientos de ningún tipo, además de votar las leyes por criterios partidarios y no ciudadanos, lo que en cierta medida se opone a una “cultura de seguridad nacional e inteligencia que sirva como base para establecer un consenso general sobre los fines a alcanzar y los medios a utilizar en la procuración de la seguridad de la nación”
.
3. Delimitación clara de los conceptos y la política de inteligencia y seguridad nacional, para evitar “dar lugar a la manipulación de tales conceptos por parte de grupos o personas cuyos intereses no necesariamente coinciden con los verdaderos intereses del país y que pueden servir como útiles excusas para justificar abusos de poder, violación de derechos humanos y nulificación de libertades ciudadanas"
. Con ello se logrará institucionalizar los servicios de inteligencia en el seno del Poder Ejecutivo con profundo conocimiento y estricta supervisión del Congreso para garantizar el correcto funcionamiento del CISEN como un órgano de inteligencia del Estado, ya que a la fecha “su peor falla continuó siendo la indeleble institucionalización derivada del limbo jurídico en el que flota, y la viciada relación que ha mantenido con el sistema político”
.
4.  Implementación de actividades conjuntas del Poder Ejecutivo y del Legislativo para supervisar y ejecutar las políticas de seguridad nacional e inteligencia, con el objetivo de mejorar la gobernabilidad democrática y las prácticas parlamentarias en el Congreso mediante la toma de decisiones, pues “todo servicio de inteligencia se dedica esencialmente a realizar una misma actividad: la provisión de información auxiliar a la toma de decisiones”
.
5. Acotación de las facultades presidenciales en materia de seguridad nacional e inteligencia, mediante el desarrollo de relaciones institucionales entre el Congreso y la Presidencia de la República, pues al contar con productos de inteligencia el Poder Legislativo estará en condiciones de evaluar más objetivamente el desempeño del titular del Poder Ejecutivo, con una visión mayor a la de los criterios partidarios o políticos. “Esto es de crucial relevancia en un país como México, donde no existe un conocimiento claro sobre el tema y tampoco una legislación correspondiente adecuada en materia de seguridad e inteligencia y carecer de un alto grado de politización en lo concerniente a la seguridad nacional”

6. Profesionalización de los servicios de inteligencia, ya que “México necesita servicios de inteligencia altamente profesionales y estrechamente supervisados y controlados por la sociedad”
; y es en virtud de ello que “el servicio mexicano de inteligencia debe valorarse no sólo como función de Estado, sino también como profesión”
. En virtud de esto, ampliar la cobertura de los productos de inteligencia del CISEN sin duda ayudaría a la formación de especialistas en el tema, tanto del Poder Ejecutivo como Legislativo.
7. Término del uso del CISEN como órgano de espionaje político en contra de adversarios electorales o de cualquier otro tipo que realmente no representan un riesgo para la seguridad nacional, puesto que sobre las actividades que lleva a cabo el Centro se comenta que “la inmensa mayoría se dedica a la escucha y vigilancia de políticos y periodistas”
.
INCONVENIENCIAS:

1. Utilización indebida de los productos de inteligencia para beneficio personal, de grupo, electoral o partidario al que pertenezcan los legisladores que usen los productos de inteligencia, especialmente por “...la debilidad institucional del Cisen, producto de la ausencia de un marco jurídico apropiado que lo faculte, norme y acote su acción, no le permitió al organismo mantenerse al margen de solicitudes no apegadas a los temas propios de su función”
. Hipotéticamente se puede presuponer que si ni el mismo CISEN quedó a salvo del abuso de los productos de inteligencia, en el caso de los legisladores las fallas pueden ser aún mayores.
2. Generación de presiones de tipo político, económico o burocrático de parte de los legisladores a los miembros del Poder Ejecutivo ante información específica que no resultara conveniente transmitir en el corto plazo a la opinión pública, y que pudiera usarse como instrumento de negociación política ante intereses específicos de grupos y partidos políticos, y no del Estado mexicano.
3. Parálisis burocrática generada por la politización de los productos de inteligencia que el CISEN enviara al Congreso, y que afectaría la ejecución de las políticas de seguridad nacional y los servicios de inteligencia, pues “al estar politizado, el servicio tenderá a cambiar de cuadros conforme cambien los intereses políticos dominantes, haciendo casi imposible el desarrollo a largo plazo de personal calificado y, por lo tanto, con un alto nivel de profesionalismo”
. Esto también podría ir más allá de la “politización, sino trascender en una “personalización” de la seguridad nacional, en donde las funciones y estructuras de seguridad nacional dependan del funcionario en turno, como sucedió con la Consejería de Seguridad Nacional, que cerró sus oficinas tras la salida de su titular, Adolfo Aguilar; en un hecho que representa la debilidad institucional en materia de seguridad nacional del gobierno de México.
4. Surgimiento de relaciones “extralegales” entre el personal de inteligencia del CISEN y los legisladores, a fin de obtener las mejores ventajas (principalmente económicas, de supervisión y control) del Congreso Mexicano; lo que representaría una “desprofesionalización” del servicio “en todos sus aspectos, desde la formación de investigadores, analistas y administradores hasta la optimización de procesos”
. Esto sin duda representaría un retroceso para la administración pública federal, ya que son “pocas ramas del sector público que requieran de un grado tan alto de profesionalismo como el servicio de inteligencia para la seguridad nacional ya que éste no sólo implica capacitación y experiencia sino también un elevado nivel de compromiso y arraigo institucional...”
.
5. Perdida de objetividad de los productos de inteligencia que se entreguen a los legisladores y quizá de otras áreas del CISEN, ya que la multiplicación de usuarios de distintas corrientes ideológicas diferentes, de no tomarse las medidas correspondientes puede introducir “juicios de valor que alteran el análisis y las estimaciones, y dejar de lado la neutralidad política y la objetividad analítica que son requisitos indispensables en todo servicio de inteligencia que realmente se preocupe por los intereses superiores de un país”
. En este contexto sería lamentable para los servicios de inteligencia que la solidez institucional de los procesos democráticos en México no fuera lo suficientemente fuerte para articular un cambio en el Poder Legislativo; y que por el contrario, terminara en una repercusión negativa que afectara la calidad de los productos de inteligencia generados en el CISEN, o más grave aún, también los mecanismos de operación del Centro.
6. Creación de vínculos entre organizaciones delictivas y legisladores, o peor aún, surgimiento de legisladores criminales que busquen conocer los productos de inteligencia generados por el CISEN para saber si se conocen las actividades de estas organizaciones o si los delincuentes pudiesen tener alguna ventana de oportunidad criminal que haya sido detectada por el Centro, y que pondría en riesgo “las condiciones y capacidades que den viabilidad a la nación y permitan la convivencia democrática (democracia, calidad de vida, desarrollo de las personas).”
 Al respecto también se debe comentar que hay varios ex legisladores del Congreso de la Unión que han sido acusados por la comisión de delitos graves, como secuestro y robo. Incluso esta el caso del ex gobernador de Quintana Roo, Mario Villanueva, quien actualmente esta recluido en una cárcel federal por narcotráfico; lo que refleja la profundidad a la que puede penetrar el narcotráfico y el crimen organizado en los círculos políticos.
7. Posibilidad de fraguar un “engaño” de parte del Poder Ejecutivo hacia el Legislativo, mediante el abastecimiento de productos de inteligencia al Congreso que no se apeguen a la realidad en un tema específico o el contexto nacional, con la intención de garantizar al Presidente los votos necesarios de los diputados en el sentido que su administración los necesite. Para cerrar esta ventana de vulnerabilidad sería necesario que el poder Legislativo contara con un mecanismo que le permitiera validar y evaluar la calidad y confiabilidad de la inteligencia producida por el CISEN, que en términos institucionales debe ser siempre objetiva e imparcial, pero que en ocasiones puede presentar vicios alejados de sus funciones originales y cercanos a intereses partidarios o de facción de un actor político en específico.
INTELIGENCIA LEGISLATIVA EN LA ADMINISTRACIÓN FOX:

Pese a los significativos cambios que se han generado en México a partir de las elecciones presidenciales del año 2000, las transformaciones todavía no llegan a los servicios de inteligencia en México; y prueba de ello es que aún cuando ha habido ya varios debates entre los funcionarios de la administración Fox con relación a la seguridad nacional, ninguno de ellos contempló la opción del Poder Legislativo como “el fiel de la balanza” para garantizar la transparencia en el manejo y operación del Centro de Investigación y Seguridad Nacional; por el contrario, desviaron el debate hacia pugnas de índole burocrática que politizó aún más las visiones sobre la ubicación gubernamental del CISEN.

Al inicio de la administración del Presidente Fox surgió un álgido debate en la administración pública sobre la ubicación más recomendable del CISEN para el mejor desempeño de sus funciones. Dentro de las posiciones a debate estaba la visión del Secretario de Gobernación, Santiago Creel Miranda, quien argumentaba la necesidad de dejar el Centro como un órgano dependiente de la Secretaría a su cargo, pues a decir suyo en “cualquier estado moderno, la instancia que vela por la preservación del Estado nacional y la gobernabilidad del país generalmente tiene a su cargo el control de las agencias de inteligencia. Sería muy difícil de entender que la dependencia que tiene esa responsabilidad, entregara uno de los instrumentos básicos de su actuación (la inteligencia para la seguridad nacional) a un tercero sin que comparta esa responsabilidad. Cuando las agencias de inteligencia de Estado, no las específicas para combatir el crimen organizado, se han separado del operador de la seguridad nacional, ha habido siempre problemas”
. Sin duda estos argumentos tienen un peso significativo, ya que tienen una cercanía discursiva con los planteamientos del Presidente Fox en relación a la modernización del Estado y la gobernabilidad del país. En contraparte, las razones que fueron planteadas por el ex Consejero de Seguridad Nacional, Adolfo Aguilar Zinzer, se enfocaban a ubicar al CISEN administrativamente fuera de la Secretaría de Gobernación, argumentando razones de carácter histórico, más identificadas con un discurso del pasado, que tenía como propuesta para el Centro “el modelo Canadiense de que quien lo vigila no es quien lo coordina. Sería también una forma de acreditar al órgano ante la sociedad”

La perspectiva de ambas tesis encierra una parte de razón en cada una de ellas y las hace coincidir en la necesidad de contar con una organización que vigile, coordine y se responsabilice por las políticas de seguridad nacional e inteligencia en el país. A manera de síntesis entre estas dos visiones el Poder Legislativo es la opción políticamente más correcta para supervisar el correcto funcionamiento del CISEN, especialmente si el nombramiento del Director General del Centro se hace a propuesta del Secretario de Gobernación, se aprueba por el gabinete de seguridad nacional con la autorización presidencial y se ratifica por los miembros del Poder Legislativo. Este mecanismo permitiría a los congresistas mexicanos participar de una manera más activa en los asuntos de inteligencia, además de asegurar la transparencia y la implementación adecuada de políticas públicas orientadas a garantizar la seguridad nacional de México.

También es importante mencionar que en los inicios de la administración del Presidente Fox se desarrolló una propuesta de Ley de Seguridad Nacional por el ex Consejero de Seguridad Nacional, Adolfo Aguilar Zinzer, así como otras propuestas de los principales partidos políticos en México; sin embargo, al llegar a la Cámara de Diputados las propuestas quedaron fuera de la agenda legislativa, y hasta la fecha continúan sin debatirse o mostrar algún avance. En la opinión de algunos especialistas el asunto se volvió políticamente muy complejo y fue deliberadamente omitido de los temas de debate dentro del Poder Legislativo; sin embargo, las propuestas presentadas sirvieron para crear la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información, aprobada en abril de 2002; y de la cual se tienen expectativas que “formalice los modos en que el mexicano tendrá acceso, entre otras cosas, a la información sobre seguridad nacional, información que tradicionalmente no se hacía pública. Sin embargo, el gobierno hizo un esfuerzo importante en este rubro en junio de 2002, cuando el Presidente Fox anunció que los ochenta millones de fichas guardadas en los archivos del Centro de Investigación y Seguridad Nacional (CISEN)...”

VALORACIÓN DE LAS POSICIONES:

Cada una de las dos posiciones sobre las conveniencias e inconveniencias de incorporar los productos de inteligencia al Poder Legislativo presenta poderosos argumentos en un sentido o en otro, por lo que resulta difícil pronunciarse por cualquiera de las dos opciones; sin embargo, mediante una evaluación con criterios cuantitativos (número de puntos favorables contenidos en cada uno de los apartados de las dos posiciones) y cualitativos (campo socio –político de México) el criterio de conveniencias resulta más el más adecuado como resultado del estudio, ya que el momento de cambio democrático que se vive en México; el interés ciudadano en transparentar el funcionamiento de las instituciones del Estado, y especialmente en los temas de inteligencia y seguridad nacional; la pluralidad ideológica representada en el Congreso de la Unión; la oferta excesiva de partidos políticos nacionales (11 partidos) a la sociedad; así como la necesidad de consolidar la transición del régimen y sentar las bases de un nuevo sistema político en México brindan las condiciones para dotar a los miembros del Poder Legislativo de productos de inteligencia generados por una dependencia del Poder Ejecutivo Federal como es el CISEN.

Sin duda las inconveniencias contienen también poderosas razones para seguir manteniendo la producción de inteligencia nacional como un secreto de Estado resguardado por el Poder Ejecutivo, pero que dadas las condiciones objetivas del campo socio-político en México resultaría sumamente costoso para el país, los ciudadanos y la democracia no transformar hacia una mayor democratización, evitando así tentaciones autoritarias que puedan significar la vuelta al pasado, y que mediante el Poder Legislativo serviría de contrapeso y filtro para evitar la desviación de los servicios de inteligencia. Así como establecer realmente las amenazas para la seguridad nacional, sin sobredimensionar las situaciones para obtener beneficios políticos o desviar la atención de los temas de la agenda del país. En función de estos argumentos resulta mucho más conveniente para el Estado Mexicano la inclusión de los legisladores como usuarios de los productos de inteligencia, que mantenerlos aislados de estos procesos; resulta cierto que pueden existir riesgos, pero también es evidente que resulta necesario tomar los riesgos que esto implica para consolidar el cambio democrático de México con las menores fricciones posibles entre los poderes del Estado y los distintos actores del mapa político nacional. Para lograr otorgar al Poder Legislativo los productos de inteligencia generados en el seno del Poder Ejecutivo resulta necesario hacer una determinación muy precisa sobre los mecanismos a instrumentarse para permitir a los legisladores comenzar a familiarizarse con “el mundo de la inteligencia” (Shulsky), mediante procedimientos graduales que establezcan y seleccionen a los legisladores que tendrán acceso a los productos de inteligencia, así como los métodos para poder recibir la inteligencia proveniente del CISEN.

En la ponderación de cualquiera de las dos posturas, será necesario evaluar criterios duraderos y de largo plazo, que concilie el modelo de país hacia el que México se orienta en la transición, y las aspiraciones e intereses nacionales que debemos consolidar para lograr un Estado que enfrente los desafíos del siglo XXI de manera exitosa. Por ello se debe evaluar en primer término el grado de madurez democrática ya que con mayor democracia hay mejores condiciones para que los legisladores conozcan y utilicen productos de inteligencia elaborados por el poder ejecutivo; otro punto relevante es la transparencia gubernamental de parte del Poder Ejecutivo hacia los demás Poderes y los ciudadanos; mientras menos transparente y abierta sea la gestión gubernamental más necesario será que los legisladores tengan acceso a información estratégica del Presidente de la República; en tercer lugar es conveniente evaluar el sistema de partidos representados en el Congreso de la Unión, en donde los equilibrios partidarios deben permanecer para dar acceso a los legisladores a la inteligencia gubernamental; es decir, resultará necesario que exista representación de uno a cuatro partidos políticos en por lo menos una de las Cámaras para que el uso de los productos de inteligencia resulte funcional, siempre y cuando sólo exista un partido este sea de filiación distinto a quien ocupe la Presidencia de la República; en cuarto lugar se debe tomar en cuenta la participación ciudadana por su importancia para lograr que el Poder Ejecutivo difunda información puntual de su gestión y sobre los asuntos de la agenda política nacional mediante las instancias que designe para ello, así como a los legisladores mediante productos de inteligencia relativos a la seguridad nacional y temas estratégicos del país; en quinto término es necesario contar con usuarios imparciales que manejen correctamente los productos de inteligencia, ya que si los usuarios comienzan a manipular la información para conseguir objetivos políticos personales o de grupo, será casi imposible extender la producción de inteligencia nacional hacia el Poder Legislativo en México, ya que se desviarían las funciones y objetivos de dar a los legisladores información de las áreas estratégicas del país; en sexto lugar es conveniente analizar la presencia y desarrollo de la cultura de inteligencia entre los legisladores mexicanos, a medida que haya una cultura más avanzada de la comprensión de este tipo de servicios será más factible dar al Congreso productos de inteligencia para su uso, consumo y manejo de acuerdo a las necesidades de sus tareas legales; en el punto número siete esta la Ley de inteligencia y seguridad nacional, ya que mientras en México no exista una ley que regule los servicios de inteligencia, resulta casi imposible que los legisladores accedan a los productos generados por el CISEN, no sólo por el celo burocrático entre poderes, sino por la evidente necesidad de contar con un marco legal que norme y regule el funcionamiento de los servicios de inteligencia en México; como uno de los puntos fundamentales también debe evaluarse el nivel de institucionalización de los servicios de inteligencia en México, ya que a mayor consolidación de los procesos institucionales, habrá mayor factibilidad de compartir al Poder Legislativo los productos de inteligencia del CISEN, desterrando facultades discrecionales que persisten hasta la fecha, y que en ocasiones han llegado hasta la personalización de la inteligencia, en casos donde funcionarios gubernamentales deciden basados en criterios personales a que grupos políticos o personas pueden dar productos de inteligencia sin evaluar la conveniencia o no de hacerlo en función de los objetivos institucionales de la inteligencia en México; y finalmente en noveno lugar será necesario tomar en cuenta a los especialistas civiles académicos y gubernamentales en temas de inteligencia y seguridad nacional, ya que mientras haya personas interesadas en el estudio de estas materias, habrá la confianza que la sociedad cuenta con un “seguro ciudadano” que garantice el buen manejo de los productos de inteligencia desde el Poder Ejecutivo y el Legislativo.

PROSPECTIVA DE LA INTELIGENCIA LEGISLATIVA EN MÉXICO:

Actualmente en México existen grandes vacíos legales que imposibilitan el acceso de los miembros del Poder Legislativo a los productos de inteligencia generados por el Poder Ejecutivo, quizá como el resultado de una herencia autoritaria en la Presidencia de la República, y que con la alternancia partidaria en la titularidad del Poder Ejecutivo se ve obligada a redefinirse “pues en una democracia es bien sabido que no debe haber asuntos ocultos para la sociedad, lo que se contradice con una de las características primordiales de los aparatos de inteligencia: la necesidad del secreto como única manera de lograr efectividad”
. Esta aparente contradicción entre la necesidad de secrecía frente a la sociedad para lograr efectividad en los servicios de inteligencia puede solucionarse mediante la participación activa de los legisladores, quienes son los legítimamente facultados para representar a la sociedad mediante una potestad pública que les permitiría no sólo tener acceso a la producción de la inteligencia nacional, sino también a controlar a las agencias que la generan, ya que “el que maneja el presupuesto es el que tiene el control sobre las agencias , y en el caso de cualquier país, el que decide la manera en que se destinará el presupuesto es el Poder Legislativo”
. En esta perspectiva resulta fundamental que se inicie un acercamiento entre los legisladores mexicanos y el Centro de Investigación y Seguridad Nacional (CISEN), como representante de la naciente comunidad de inteligencia en México, que agruparía a todas las instituciones gubernamentales (Secretaría de Gobernación, Secretaría de Seguridad Pública Federal, Policía Federal Preventiva, Procuraduría General de la República, Secretaría de Defensa, Secretaría de Marina, Secretaría de Relaciones Exteriores y Secretaría de Hacienda y Crédito Público) que se distinguen por la producción, el uso y manejo de la inteligencia en México, y que hasta ahora se han mantenido alejadas del Poder Legislativo en una relación sin un sustento legal apropiado, por lo que debe legislarse en materia de seguridad nacional e inteligencia, aún sabiendo que “no es fácil legislar las actividades que realizan los aparatos de seguridad e inteligencia, debido a las tensiones entre el interés del Ejecutivo de proteger información de seguridad nacional, y la responsabilidad del legislador de tener a su disposición la información necesaria para crear leyes y aprobar presupuestos en una forma responsable. Las transiciones democráticas también han ayudado a modificar esta relación, pues los legisladores, al igual que otros actores de la sociedad, quieren estar mejor informados y participar en la estrategia de seguridad del país”
.

En el marco de esta nueva relación del Poder Legislativo con los productos de inteligencia generados en el seno del Poder Ejecutivo puede verse caracterizado en un inicio por algunas turbulencias, y que según el enfoque con el que se maneje definirá el tipo de relación en que se desarrollo la relación del Congreso con la comunidad de inteligencia en México. Para ello se deberán establecer los mecanismos de acceso, el tipo de información, medios de coordinación y sistemas de protección a los productos de inteligencia que las instituciones del Poder Ejecutivo compartan con el Poder Ejecutivo.

En un primer momento puede pensarse en crear una Comisión de Inteligencia (de carácter permanente) en las dos Cámaras (diputados y senadores); las funciones de esta Comisión serían de enlace con el CISEN para el acceso a los productos de inteligencia, así como canalizar las peticiones de otros legisladores –presidentes de comisiones- que correspondan a sus funciones en las comisiones legislativas en las que participen; otra de las funciones sería habilitar las instalaciones y desarrollar los sistemas de protección para el manejo de productos de inteligencia en el Congreso, así como coordinar las reuniones de los funcionarios de la rama ejecutiva con los legisladores; y finalmente tendría a su cargo la creación, coordinación y supervisión de un órgano profesional encargado de generar productos de inteligencia al interior de Poder Legislativo, garantizando así el “acceso a los mejores productos de inteligencia disponibles para la rama legislativa. Precisamente el tipo de información de inteligencia que el Congreso requiere para el mejor desempeño de sus responsabilidades constitucionales”
. De esta manera se logrará que los legisladores conozcan el trabajo y los productos de inteligencia provenientes del Poder Ejecutivo, pero que también cuenten con su propio centro para generar los productos de inteligencia necesaria que les permita contrastar las actividades del Ejecutivo en la materia y evaluar más objetivamente la información de inteligencia a la que tengan acceso. En el manejo de los productos de inteligencia el sólo el presidente y el secretario de la Comisión de Inteligencia podrán comisionar a un director de equipo que les apoye en el manejo de la información para transmitirla a los demás legisladores de la Comisión, que no contarán con ninguna persona de apoyo para el manejo de la información proveniente del CISEN, y sí podrán nombrar directores adjuntos para los productos de inteligencia generados por el propio Congreso.

Dentro de esta primera etapa también será necesario que los miembros de las Comisiones de Inteligencia en ambas Cámaras “desarrollen una atmósfera de confianza entre ellos mismos y las agencias”
, para consolidar una relación entre los funcionarios del CISEN y los legisladores que permitiría establecer las responsabilidades sobre el manejo de los productos de inteligencia entregada al Congreso, la cual quedaría a cargo de los presidentes de la Comisión de Inteligencia en cada una de las Cámaras. Igualmente se implantarían las maneras y el tipo de información a la que accederían los legisladores, estableciendo dar a la Comisión de inteligencia “copia de ciertos reportes de inteligencia en el nivel secreto, pero inteligencia más sensible, clasificada como ultra secreto se leería en las oficinas centrales...”
; en estos casos también se establecería un sistema de gradación de la información, no sólo para conocer su grado de confidencialidad, sino también de confiabilidad y garantizar así la imparcialidad y calidad de los productos de inteligencia que son transmitidos al Congreso. Se debe señalar que en el caso mexicano el CISEN clasifica la información de acuerdo a diferentes colores, por lo que para el acceso de los legisladores a productos de inteligencia se utilizarían los colores rojo y naranja que significan información secreta y reservada, respectivamente, que serían el equivalente al sistema americano de ultra secreto y secreto. Sobre las “monografías temáticas: el Informe Ejecutivo Diario (IED) y los Informes Ejecutivos Semanal y Mensual (IES e IEM)”
 producidos por la Dirección de Análisis del CISEN, no habría acceso para los legisladores de manera inicial, posiblemente se contemple a futuro la alternativa de permitir a los congresistas el acceso al informe Ejecutivo Mensual únicamente para consulta, así como al Servicio Ejecutivo de Información (SEI) “que es una red de cómputo que distribuye estudios más largos y textos breves y directos que se van complementando a lo largo del día...”
; que permitiría a los legisladores tener una visión de la tendencia y evolución de los asuntos de inteligencia y seguridad nacional establecidos en la agenda de prioridades del gobierno mexicano. 

Para el funcionamiento de esta primera etapa en los términos señalados se deberá contar con una Ley de Secretos de Estado derivada de la Ley de Inteligencia y Seguridad Nacional, que establezca las sanciones a las personas que hagan un mal uso de la información a la que por sus funciones o cargo tengan acceso; para ello se deberá tomar en cuenta el tipo de información relacionada (secreta, reservada, de consulta, etc.), el número de instituciones o personas afectadas por su divulgación; así como la cantidad de personas no autorizadas que hayan tenido acceso a los productos de inteligencia por el mal uso de los funcionarios o legisladores. Las sanciones aplicables deberán partir inicialmente de la inhabilitación de la persona involucrada para realizar funciones públicas hasta el encarcelamiento y expropiación de bienes generados a causa de las filtraciones.

Una segunda etapa de la Comisión de Inteligencia en ambas Cámaras sería la elaboración de reportes no clasificados de los temas en que participe para el consumo de otros legisladores que por sus funciones parlamentarias lo requieran. Estos reportes se elaborarían en una oficina del Servicio de Inteligencia del Congreso mediante fuentes públicamente disponibles; igualmente este servicio funcionaría como oficina de enlace legislativo con el CISEN y sería el encargado de acondicionar las instalaciones para resguardad la inteligencia enviada por el Ejecutivo, así como la que se genere en el Poder Legislativo; igualmente este Servicio de Inteligencia del Congreso desarrollaría actividades seguimiento y evaluación de las relaciones con el Poder Ejecutivo, registrando el número de documentos enviados del CISEN al Congreso, así como las visitas de los legisladores a las oficinas centrales y reuniones con funcionarios del Centro; en contraparte, se puede medir la productividad legislativa mediante las leyes aprobadas que se debatan en el Congreso sobre el tema.

A manera de evaluación general sobre el futuro de la inteligencia legislativa en México es conveniente señalar la dificultad de materializarla en la Administración del Presidente Fox, ya que actualmente la agenda nacional tiene otros temas a debate, como son la reforma eléctrica y la reforma fiscal entre los más importantes; además de esto, actualmente los funcionarios del gabinete presidencial han adquirido ya espacios de poder significativos que no están dispuestos a perder por una reforma a los servicios de inteligencia que involucre a los legisladores, especialmente cuando la mayoría de los escaños en ambas Cámaras del Congreso están en el PRI, un partido que no es el del Presidente (PAN), por lo que abrir la producción de inteligencia nacional podría resultar políticamente incorrecto para los intereses electorales del partido del Presidente Fox. Pensando nuevamente en la alternancia política en la presidencia de la República El escenario a mediano plazo quizá sea un poco más alentador, pues aunque el PRI en el pasado mostró un autoritarismo que mantuvo en secreto el funcionamiento de los servicios de inteligencia en México, las reformas al CISEN, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información, así como el anuncio del Presidente Fox de abrir los archivos del CISEN marca un nuevo camino en la conducción del Estado para la formulación de políticas de inteligencia y seguridad nacional, que se acercan cada vez más a la sociedad en una tendencia difícil de revertir; en caso que el Partido de la Revolución Democrática (PRD) ganara la Presidencia, también existe la voluntad declarada de los dirigentes y militantes de este partido de investigar el pasado, por lo que una mayor apertura de los servicios de inteligencia sería indispensable para lograr este objetivo.

Desde la visión de los distintos partidos representados en el Poder Legislativo también existe interés por trabajar de manera coordinada con la comunidad de inteligencia, encabezada por el CISEN, ya que esto permitiría un nuevo equilibrio de fuerzas políticas al interior del Congreso, además de la profesionalización de los legisladores en el tema, así como de los funcionarios de inteligencia en México, tomando como punto de partida que “pocos miembros del Congreso tienen experiencia en temas de seguridad nacional al momento de ser electos. Esta experiencia normalmente viene de servir en un comité o comités con jurisdicción en el área, u ocasionalmente porque un miembro toma personal interés en el tema”
; por lo que hacen falta legisladores más profesionales en temas tan relevantes para México como la seguridad nacional y la inteligencia, que disminuyan las asimetrías con el Poder Ejecutivo en estos temas, pues “la mayoría de los consumidores en la rama ejecutiva, en contraste, han sido seleccionados para sus posiciones precisamente por su experticia en algunos aspectos de los asuntos de seguridad nacional”
. Actualmente en México todavía no logramos alcanzar el equilibrio ideal entre los profesionales de la inteligencia y los funcionarios gubernamentales, sino que frecuentemente existen algunas desviaciones que seguramente se corregirían con la supervisión, el control y la cooperación de la esfera legislativa sustentada en un marco legal que permita sancionar el uso indebido de los productos de inteligencia y trabajar conjuntamente para el logro de los objetivos nacionales.

CONCLUSIÓNES:

La posibilidad de transparentar el funcionamiento y operación del Centro de Investigación y Seguridad Nacional genera un sentimiento dual; por una parte provoca expectación en una cierta parte de la sociedad; mientras que por otro lado también genera temor y desconfianza en otros sectores más familiarizados con las actividades del CISEN, que se encuentran dentro de una esfera reservada que contribuye a alimentar el mito de la inteligencia y seguridad nacional. Sin embargo, es necesario que en México se cuente con una Ley de inteligencia y seguridad nacional para regular las actividades de los funcionarios de inteligencia y seguridad nacional, tanto en el ámbito civil como en el militar, ya que la falta de un marco legal es lo que ha permitido en ocasiones el uso indebido de los aparatos de inteligencia y seguridad en México. Esta ley sería el primer paso hacia la profesionalización de los servicios de inteligencia, pues permitiría una reglamentación más específica sobre el tema, que permita transparentar las actividades que desarrolla en Centro para garantizar la seguridad nacional en México.

La creación de un marco legal que regule expresamente las funciones y facultades que le son propias al CISEN sentaría las bases para incluir al Poder Legislativo dentro de los usuarios que utilizan la inteligencia producida por el Centro, y que indudablemente serviría para mejorar la calidad del trabajo parlamentario, además de fortalecer la seguridad nacional en México, pues se podrían implementar políticas públicas de Estado en materia de inteligencia, seguridad y defensa nacional, con el consenso de los actores y fuerzas políticas principales del país mediante la cooperación conjunta entre el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo. De inicio quizá pudieran surgir ciertas resistencias que pueden ser vencidas con un marco legal concreto, ya que en términos generales son más las ventajas de hacer partícipe al Poder Legislativo de los productos y actividades de inteligencia del CISEN en largo plazo que no hacerlo, pues el “abrir los servicios de inteligencia” al Congreso representaría también una limitación a las “facultades situadas más allá del marco constitucional”
 del Presidente de la República, que además fortalecería al Poder Legislativo garantizando imparcialidad al haber varios partidos políticos representados en el Congreso de la Unión; esto además evitaría la “politización” de los servicios de inteligencia y seguridad nacional, que en ocasiones ha motivado desviaciones de las funciones originales de estos servicios.

La alternancia política en la Presidencia de la República y la consolidación de procesos democráticos que hoy se viven en México representan una oportunidad para transparentar el funcionamiento de los cuerpos de inteligencia y seguridad nacional, para consolidar una transformación que se ha vendido dando desde el surgimiento mismo del CISEN, que ha superado resistencias burocráticas, pero que aún no logra cambiar del todo, y que para consolidarse sin duda generara turbulencias, pues algunos episodios obscuros sobre el funcionamiento de la inteligencia en México saldrán a la luz pública con duros cuestionamientos hacia el mismo Centro, de una manera similar a como sucediera en España con el Centro Superior de Información de la Defensa (CESID), que “con el proceso democrático ya en fase irreversible, tras las primeras elecciones democráticas de 1977”
 tuvo que reconciliarse con el pasado, y una vez aclarada la historia con la sociedad funciona como un Centro encauzado a “dotar al Estado español de una Inteligencia moderna...”

El caso mexicano no sería la excepción y los años venideros serán el elemento ideal para consolidar al CISEN como un órgano al servicio del Estado mexicano para garantizar la seguridad de la nación con mecanismos transparentes y apertura hacia la sociedad y el Congreso de la Unión, pues “por ahora, y al igual que en el pasado, el nuevo gobierno sigue reservándose el privilegio de elaborar las agendas sin informar con amplitud y/o sin contemplar mecanismos para la participación de la sociedad o del Poder Legislativo”
, y que daría al país las condiciones para enfrentar las amenazas que vertiginosamente se generan en el contexto internacional y que exigen posicionarse frente a la globalización.
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